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14920 ORDEN 413/38631/1990, de 1/ de mayo, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso~Adminjstrativo del Tribunal Superior de Jus­
ricia de Madrid, dictada con fecha 22 de enero de 1990 en
el recurso contencioso-administrativo númern 764/1985­
03, interpuesto por don Juan Antonio Torres Aco.\'la.

De conformidad con lo establecido en la Ley Reguladora de la J u­
dsdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el articulo 3." de la Orden del
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ORDEN 413/38630/1990, de II de mayo, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dic­
lada con fecha 22 de diciembre de 1989 en el recurso con­
tencioso-administratim número 57.436, interpuesto por
don Angel Caro Quimana.

De confonnidad con lo establecido en la Ley Reguladora dc la Ju­
risdicción Contencioso·Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el articulo 3." de la Orden del
Ministerio de Defensa número 54jl982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla- en sus propios términos la expresada sentent.'ia desestimato­
ria sobre percepción de pensión de Mutilación,

Madrid, 11 de mayo de 1990.-Por delegación. el DircctóT general
de Personal, José Enrique Ser.rano Martínez.
Excmo. Sr. General Directpr de Mutilados.

14917 ORDEN 413/38627/i990, de II de mayo, por la que se
disponf.'_eJ¡:umpJjnti~fito:;del(J sentencia de la Sala de lo
eontencioso-Admilt~t!ativode la Audiencia Nacional dic­
tada con fecha 8 de febrero de 1989 en el recurso conten­
cioso-administrativo número 316.731, interpuesto por don
Celestino .\fartín Hernández.

De conformidad con lo establecido en la Ley Reguladora de la Ju~

risdicción Contencioso·Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.A de la Orden del
Ministerio de Defensa núm.::ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia descstimato·
ria sobre retribuciones.

Madrid, 11 de mayo de 1990.-Por delegación, el Director general
de Personal, José Enrique Serrano Martinez.

Excmo. Sr. General Director de Mutilados.

ORDEN 413/38626/1990, de 11 de mayo. por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dic­
tada con fecha 15 de febrero de 1990 en el recurso conten­
cioso-administrativo número 316.410, interpuestD por don
Pedro Sola Yoldi.

. ~e. 70nformida~ con lo e~t':lblecido en la Ley Reguladora de la Ju­
nsdlcclon ContencIOso-AdmInIstrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.A de la Orden del
Ministerio de Defensa número 54/l982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia dcsestimato­
ria sobre Retribuciones de Mutilados.

Madrid, Il de mayo de 1990.-Por delegación, el Director general
de Personal, José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. General Director de Mutilado~.

ORDEN 413/386281J990, de JJ de mayo, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
Contencioso·Administrativo de la Audiencia Nacional dic­
tada con fecha 20 de diciembre de 1989 en el recurso ('on­
tencioso-administrativo número 57.437, interpuesto por
don Carlos Castrillo Manero.

De conformidad con lo establecido en la Ley Reguladora de la Ju­
risdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3." de la Orden del
Ministerio de Defensa numero 54¡1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia dcsestimato­
ria sobre Retribuciones de Mutilados.

Madrid, lI de mayo de 1990.-Por delegación, el Director general
de Personal, José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. General Director de Mutilados.
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ORDEN 413/38624/1990, de 11 de mayo, por la que se
dispone el cumplimientO' ·de la sentendade 1a Sala' de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dic­
tada con fecha 24 de noviemhre de 1989 en el recurso con­
tencioso-administrativo número 316.487, interpuesto por
don Jesús Hengoeche Haamonde.

De conformidad con lo establecido en la Ley Reguladora de la Ju­
risdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, y
en uso de las facultades que me confiere el artículo 3.A de la Orden del
Ministerio de Defensa nÍlmero 54jl982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia desestimato­
ria sobre pase a la situación de 2." Reserva.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. E.
para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 24 de mayo de 1990.-EI director gene~al, José Cándido
Paz·Ares Rodríguez.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comu­
nidad Autónoma de Castilla y León.

bono publica usucapia introducta est», o sea, que desde antiguo hay
que determinar una prescripción concreta para observarla y ser respe·
tada por todos, y este caso no puede ser una excepción. Que es de se­
ñalar lo declarado en la Resolución de la Dirección General de los
Registros y del Notariado. de 13 de marzo de 1972.

Madrid, 11 de mayo de 1990,-Por delegación, el Director general
de Personal, José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. General Jefe del Mando de Personal del Ejército del Aire.

Vistos los ~rtículo~ 2, 40 y 79 de la Ley Hipotecaria y 7 Y 199 del
Reglamento Hlpotecano.

l. En el presente recurso se pretende que en virtud de solicitud
privada presentada el 25 de agosto de 1988, se cancele por caducidad
una anotación preventiva de prohibición de disponer extendida el 23
de agosto de 1980. y prorrogada por cuatro años más el 16 de-junio
de 1984.

2. Debe tenerse en cuenta la distinción sustancial entre la prohi·
bidón de disponer y su reflejo registral, aquélla como limitación del
derecho afectado con alcance erga omnes y ésta como medida asegu­
rativa del pleno desenvolvimiento de tal eficacia general. Sobre esta
distinción, los principios de nuestro sistema Registralimponcn ta'rlto
la posibilidad de constatación tabulat de toda situación de trascen·
dencia real (artículos 2 de la Ley Hipotecaria y 7 del Reglamento Hi­
potecario) como la subsistencia de tal reflejo mientras continúe vigen·
te la situación reflejada (artículos 40 y 79 de la Ley Hipotecaria). Tra­
tándose de situaciones reales de carácter provisional, su constatación
tabular no puede configurarse, ciertamente, como permanente y defi4
nitiva, pero tampoco puede fijársele una duración tasada con inde­
pendencia de la que pueda o dcba corresponder a la realidad registra­
da, máxime cuando la prolongación de ésta no depende de la exclusi­
va voluntad de los interesados sino de las mismas previsiones del
Ordenamiento Jurídico.

3. Practicada la anotación preventiva de la prohibición de dispo­
ner como vía de aseguramiento de las resultas del pleito en que aqué·
lIa se ordenó, es evidente que tal medida cautelar, ha de poder subsis·
tir en tanto ese pleito se concluya; si el Ordenamiento posibilita su
adopción en el momento inicial, carece de sentido cortar su vigencia
en ese momento intermedio de la tramitación (sin perjuicio de la exi­
gencia de requisitos especiales para su continuidad); en otro caso, la
finalidad con ella perseguida, que persiste durante todo el proceso,
quedaría frustrada con el consiguiente entorpecimiento y posible es·
terilidad del mismo litigio en curso. Es por ello que el artículo 199 del
Reglamento Hipotecario exige para la cancelación de las anotaciones
ordenadas por la autoridad judicial, una vez transcurridos ocho años
desde su extensión, la. justificación de la terminación del proceso en
que se decretaron, lo que al no haberse acreditado en el presente su­
puesto impide acceder a la cancelación solicitada.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter­
puesto confirmando el auto apelado y la nota del Registrador.
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